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CONTESTACIÓN DEMANDA 73001333300620220001100

Vargas Garcia Esperanza Julieth <t_juvargas@fiduprevisora.com.co>
Vie 29/04/2022 9:33 AM

Para: Juzgado 06 Administrativo - Tolima - Ibague <adm06ibague@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: roaortizabogados@gmail.com <roaortizabogados@gmail.com>
Cordial saludo,
 

RADICADO No. 73001333300620220001100
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO
DEMANDANTE ELENA CONTRERAS MOLINA

C.C. 28852999
DEMANDADO NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, FIDUPREVISORA S.A.
Y DEPARTAMENTO DE TOLIMA

ASUNTO CONTESTACIÓN DE DEMANDA
 
Por medio del presente remito CONTESTACIÓN DE DEMANDA y anexos dentro del proceso de la referencia en
representación de la Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del
Magisterio junto con la sustitución de poder y los documentos que acreditan la calidad de apoderado general del Dr.
Luis Alfredo Sanabria Ríos.
 
Muchas gracias por su atención.
 
 
Julieth Vargas García
Profesional 4
Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG
Vicepresidencia Jurídica
Calle 72 No. 10-03
((571) 7444333
Bogotá, Colombia

 
 
La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser
utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado,
cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley.
Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el
mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de
información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o
tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas
en la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se
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detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar
consultas, peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de
Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en
los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al
correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero
– Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la
ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada
continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del
Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público
de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule
recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones
entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del
Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los
siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido
vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero"
disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store.
Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por considerar que es de
su interés.



 
 

 
 
 
 
 

  

*20221180932481* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20221180932481 
Fecha: 27-04-2022 

Señores 

JUZGADO 006 ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE IBAGUÉ 

adm06ibague@cendoj.ramajudicial.gov.co; roaortizabogados@gmail.com  

 E. S. D. 

 

RADICADO No. 73001333300620220001100 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO 

DEMANDANTE ELENA CONTRERAS MOLINA 

C.C. 28852999 

DEMANDADO NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, FIDUPREVISORA S.A. Y 

DEPARTAMENTO DE TOLIMA 

ASUNTO CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

 

ESPERANZA JULIETH VARGAS GARCIA, mayor y vecina de la ciudad de Bogotá, identificada como 

aparece al pie de mi firma en calidad de apoderada sustituta del doctor LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, 

identificado con cédula de ciudadanía No. 80.211.391 y tarjeta profesional No. 250.292 del C.S.J. 

actuando como apoderado general de  la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FOMAG, 

tal y como consta en la escritura pública No. 522 del 28 de marzo de 2019 por el Doctor LUIS 

GUSTAVO FIERRO MAYA,  en su calidad de delegado de la Ministra de Educación Nacional conforme 

a la Resolución No. 002029 del 4 de marzo de 2019, para la defensa judicial de la Nación – Ministerio 

de Educación Nacional Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, lo dispuesto en el 

Artículo 9 de la Ley 489 de 1998 y demás normas concordantes, encontrándome dentro del término 

legal, procedo a CONTESTAR LA DEMANDA, en el mismo orden metodológico planteado por la parte 

actora: 

 

I. A LAS PRETENSIONES 

 

Actuando en nombre y representación de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, me opongo a TODAS Y CADA UNA 

DE LAS PRETENSIONES SOLICITADAS EN LA DEMANDA, SUS DECLARACIONES Y CONDENAS, por 

carecer de fundamentos de derecho, debiéndose absolver a mi representada de lo pretendido en 

esta instancia, y en su lugar imponer condena en costas a la actora. 

 

DECLARACIONES 
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PRIMERA: Me opongo como quiera que verificada la documental aportada al expediente se evidencia 

que la reclamación administrativa o la solicitud de la sanción por mora fue elevada únicamente a la 

Secretaria de Educación y no a mi mandante, razón por la que lo pretendido en este numeral no solo 

es improcedente, sino que además configura ineptitud sustancial de la demanda como se propondrá 

en el acápite correspondiente. 

 

SEGUNDA: Me opongo a que se declare la existencia del acto ficto que siquiera ha nacido a la vida 

jurídica tal y como se pretende, aunado a que no es procedente que la NACION- MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO sea condenada al pago de la 

sanción moratoria en favor de la parte actora, toda vez que no existen supuestos fácticos y jurídicos 

que logren sustentar la presente acción, aunado a que la sanción mora se encuentra paga en sede 

administrativa. 

 

TERCERA: Me opongo a que se declare la existencia del acto ficto que siquiera ha nacido a la vida 

jurídica tal y como se pretende, aunado a que no es procedente que la NACION- MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO sea condenada al pago de la 

sanción moratoria en favor de la parte actora, toda vez que no existen supuestos fácticos y jurídicos 

que logren sustentar la presente acción, aunado a que la sanción mora se encuentra paga en sede 

administrativa. 

 

CUARTA: Me opongo, en vista de que ante la inoperancia de la nulidad del acto administrativo que se 

solicitó en el numeral anterior, deviene en improcedente el reconocimiento y pago de la mentada 

sanción por mora, aunado al hecho de que no existe acto administrativo o sentencia judicial que 

ordene el pago por dicho concepto. No obstante lo anterior, se evidencia que la pretensión de 

fórmula de forma indeterminada. 

 

CONDENATORIAS 

 

PRIMERA: Me opongo, en vista de que la suerte de lo accesorio, sigue la suerte de lo principal y ante 

la improcedente declaratoria de nulidad, no es dable acceder al reconocimiento y pago de la mentada 

sanción por mora, aunado al hecho de que de conformidad con el artículo 57 de la ley 1955 de 2019 

la Nación – Ministerio de Educación – FOMAG carece de legitimidad en la causa por pasiva respecto 

al reconocimiento de sanción por mora presuntamente causada a partir del 1° de enero de 2020. 

 

SEGUNDA: Me opongo a que se condene a la NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, al ajuste de valor, indexación y/o actualización de la 

condena, pues al no ser procedente el reconocimiento de suma alguna, la misma suerte corre la 

pretensión de este numeral. No obstante, sin que implique allanamiento a las pretensiones de la 

demanda el Consejo de Estado mediante sentencia de unificación con radicado No. 73001-23-33-

000-2014-00580-01 en lo relativo a la indexación de la sanción por mora, señalo expresamente la 



 
 

 
 
 
 
 

  

incompatibilidad entre la indexación y la sanción por mora, pues no se puede pasar por alto que este 

emolumento no solo cubre la actualización monetaria, sino que es superior a dicho valor. 

 

TERCERA: Me opongo al reconocimiento de intereses moratorios en la medida en que estos, 

involucran un componente «inflacionario que afecta el poder adquisitivo del dinero», de manera que 

al igual que la indexación, podrían ser una doble carga que afectaría seriamente los recursos públicos 

si se imponen de forma simultánea con la sanción moratoria. Los intereses moratorios constituyen 

“el mecanismo para dar respuesta al retardo al pago de prestaciones sociales, la cual incluye la 

orientación a impedir que estas devengan irrisorias por la notoria pérdida del poder adquisitivo de los 

signos monetarios”. En ese sentido no es aceptable que se imponga a la Administración el deber de 

responder por el retardo, mediante la aplicación de la sanción moratoria como con los intereses 

moratorios, ya que ello supondría una violación al non bis in ídem. 

 

CUARTA: Me opongo, pues ante la inexistencia de orden en sede judicial que implique el pago de la 

sanción moratoria, deviene en improcedente lo solicitado en este numeral, aunado a que la sentencia 

en sí ya tiene un carácter vinculante y no se requiere la solicitud de la misma. 

 

QUINTA: Me opongo, de modo que la legislación es clara al afirmar que se tiene el Derecho a la 

legítima defensa y por ende no se debe condenar en costa si no hay gastos en los que hizo incurrir la 

parte vencida de conformidad con lo dispuesto por el artículo 365 Código General del Proceso. 

 

I. A LOS HECHOS 

 

PRIMERO: Se admite como cierto, ya que una vez verificada la resolución No. 3023 de 6 de 

octubre de 2020 emitida por el secretario de Educación de la Gobernación de Tolima, se 

vislumbra que la solicitud fue elevada el 28 de agosto de 2020, circunstancia que tampoco fue 

objeto de controversia al momento de expedirse el acto administrativo y en virtud de ello, se 

encuentra revestido del principio de legalidad. 

 

SEGUNDO: Se admite como cierto, ya que una vez verificada la resolución No. 3023 de 6 de 

octubre de 2020 emitida por el secretario de Educación de la Gobernación de Tolima, se 

vislumbra lo alegado en este numeral. 

 

TERCERO: Se admite, pero se aclara al apoderado de la parte actora que el acto administrativo al que 

se refiere en este numeral, no es el que está atacando en sede judicial, aunado a que la obligación a 

la que se refiere, constituye el acto administrativo, ya fue pagada por el FNPSM a través de la 

Fiduprevisora S.A. en su calidad de vocera y administradora. 

 



 
 

 
 
 
 
 

  

CUARTO: Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal motivo 

solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P., en el cual corresponde a la 

parte actora probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. 

 

QUINTO: No se admite como quiera que la solicitud y/o reclamación administrativa no fue agotada 

respecto de mi mandante, pues solo solicito ante la Secretaria de Educación del Departamento de 

Tolima y la Fiduprevisora S.A. en la calidad que actúa. 

 

SEXTO: Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal motivo solicito 

que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P., en el cual corresponde a la parte actora 

probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. 

 

SÉPTIMO: Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal motivo solicito 

que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P., en el cual corresponde a la parte actora 

probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. 

 

OCTAVO: Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal motivo solicito 

que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P., en el cual corresponde a la parte actora 

probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. 

 

NOVENO: Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal motivo solicito 

que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P., en el cual corresponde a la parte actora 

probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. 

 

DÉCIMO: Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal motivo solicito 

que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P., en el cual corresponde a la parte actora 

probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. 

 

ÚNDECIMO: Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal motivo 

solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P., en el cual corresponde a la parte 

actora probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. 

 

II. ARGUMENTOS DE DEFENSA 

 

NATURALEZA JURÍDICA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y DEL CONTRATO 

DE FIDUCIA MERCANTIL. 

 

Mediante el artículo 3 de la Ley 91 de 1989, se creó el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 

estadística, sin personería jurídica, con la finalidad de atender las prestaciones sociales de los 



 
 

 
 
 
 
 

  

docentes nacionales y nacionalizados al servicio de la educación primaria y secundaria del Estado, 

efectuando el pago de dichas prestaciones, que correspondan al personal afiliado y sus beneficiarios, 

garantizando la prestación de los servicios médico-asistenciales, entre otros aspectos de conformidad 

con lo establecido en el artículo 5 de la mencionada ley: 

 

Los recursos de esta cuenta especial por mandato legal son administrados en fiducia, en los siguientes 

términos: 

 

“(…) Artículo 3. Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 

estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria 

estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal 

efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato de fiducia mercantil, que 

contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de la presente Ley y 

fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la 

cual será una suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se 

generen. La celebración del contrato podrá ser delegada en el ministro de Educación Nacional. 

 

El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la prestación 

descentralizada de los servicios en cada entidad territorial sin afectar el principio de unidad.” 

 

Artículo 4. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, atenderá las 

prestaciones sociales de los docentes nacionales y nacionalizados que se encuentren 

vinculados a la fecha de la promulgación de la presente Ley, siempre con observancia del 

Artículo 2o, y de los que se vinculen con posterioridad a ella. Serán automáticamente afiliados 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, los docentes nacionales y 

nacionalizados que se encuentren vinculados a la fecha de la promulgación de la presente Ley, 

quienes quedan eximidos del requisito económico de afiliación. Los requisitos formales que se 

exijan a éstos, para mejor administración del Fondo, no podrán imponer renuncias a riesgos 

ya asumidos por las entidades antecesoras, las cuales reconocerán su respectivo valor en los 

convenios interadministrativos. El personal que se vincule en adelante, deberá cumplir todos 

los requisitos de afiliación de naturaleza formal o normativa y económica.” 

 

En cuanto a la naturaleza jurídica del Fondo, cabe reiterar que la Corte Constitucional ha considerado 

que, se trata de una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, sin personería 

jurídica y cuyos recursos son administrados por una Sociedad de Economía Mixta, de carácter 

indirecto del orden nacional. 

 

Por lo anterior, la misma normativa que crea el Fondo, establece el mecanismo por el cual este 

actuará, quien será su administrador, su cara visible y vocero y es por ello por lo que la norma 



 
 

 
 
 
 
 

  

preestablece que el Gobierno Nacional firmará contrato de FIDUCIA MERCANTIL con una entidad 

fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. En 

cumplimiento de la misma, el Ministerio de Educación Nacional y la sociedad fiduciaria (Fiduprevisora 

S.A.), suscribieron: “CONTRATO DE FIDUCIA MERCANTIL”, el cual fue protocolizado mediante 

escritura pública N° 83 del veintiuno (21) de junio de 1990, en la notaria Cuarenta y Cuatro (44), del 

círculo notarial de Bogotá D.C., en el cual La Nación, Ministerio de Educación, fungen como 

Fideicomitente y la compañía Fiduprevisora como la Fiduciaria; contrato cuyo objeto es: “Constituir 

una fiducia mercantil sobre los Recursos que integran el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, en adelante –EL FONDO-, con el fin de que LA FIDUPREVISORA S.A., los administre, 

invierta y destine al cumplimiento de los objetivos previstos para EL FONDO, conforme a las 

instrucciones que le sean impartidas por el Consejo Directivo del mismo. 

 

Una vez descrita la naturaleza y finalidad NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN -  FONDO NACIONAL 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO “FOMAG”, es preciso referirnos a la demanda de la 

referencia bajo los siguientes parámetros: 

 

SOBRE LA SANCIÓN MORA CAUSADA A PARTIR DEL AÑO 2020 

 

Como es bien sabido, es con base en la ley 91 de 1989, que se crea el régimen especial docente en 

materia de cesantías, y es con la ley 1071 de 2006, que se desarrolla la sanción por mora en el pago 

tardío de las cesantías parciales y definitivas reconocidas a cada uno de los docentes, entendidos 

como docentes de cualquier orden, a quien por desarrollo de la misma ley y la jurisprudencia les son 

aplicables estas disposiciones de los empleados públicos del orden nacional. 

 

Ahora, en el año 2019, la ley del actual plan nacional de desarrollo, ley 1955 del 25 de mayo de 2019, 

por la cual se expidió el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2020 “Pacto por Colombia, Pacto por la 

Equidad”, en su artículo 57 dispuso lo siguiente: 

 

“ARTÍCULO 57. EFICIENCIA EN LA ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS DEL FONDO NACIONAL 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las cesantías definitivas y parciales de los do-

centes de que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de 

Educación de la entidad territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio. Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Ma-

gisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de reso-

lución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de 

Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vincu-

lado el docente. El acto administrativo de reconocimiento de la pensión se hará mediante 

resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad territorial. Para el 

pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá aplicar el prin-

cipio de unidad de caja con el fin de lograr mayor eficiencia en la administración y pago de las 



 
 

 
 
 
 
 

  

obligaciones definidas por la ley, con excepción de los recursos provenientes del Fondo Nacio-

nal de Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET). En todo caso, el Fondo debe priorizar 

el pago de los servicios de salud y de las mesadas pensionales de los maestros. Los recursos 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio solo podrán destinarse para ga-

rantizar el pago de las prestaciones económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docen-

tes, pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el pago de indemnizaciones económicas 

por vía judicial o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio.  

 

PARÁGRAFO. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el 

pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere como 

consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la 

solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Pres-

taciones Sociales del Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías. (Sub-

rayas fuera de texto).” 

 

Esta norma cambió las reglas de juego en materia del reconocimiento, liquidación y pago de la san-

ción por mora en materia docente, puesto que prohibió que los recursos del Fondo fuera destinados 

al pago de otra cosa que no sean las prestaciones sociales independientes de cada uno de los docen-

tes vinculados al FOMAG. Es decir, con esta nueva norma cualquier condena que conlleve a la utiliza-

ción de los recursos del FONDO, para pagar indemnizaciones de cualquier tipo, o sanciones, será una 

condena ilegal y contraria grotescamente a la Ley. 

 

Esto contrasta en gran medida con lo dispuesto por parte de la sentencia de unificación Sentencia 

00580 de 2018 Consejo de Estado, por lo menos en el sujeto pasivo de la condena. En todo lo demás, 

los tiempos para responder la petición, para trasladar el acto administrativo al fondo, para efectuar 

el pago de la prestación social reconocida y demás aspectos de la sentencia de unificación siguen en 

plena vigencia. 

 

En consecuencia, a partir del inicio de la vigencia de la Ley 1955 de 2019 el reconocimiento y pago 

de prestaciones sociales a los docentes es un trámite que, exclusivamente, se encuentra en cabeza 

de dos entidades, esto es, en las Secretarías de Educación, quienes tienen la competencia funcional 

de expedir el acto administrativo de reconocimiento de la prestación, y la sociedad fiduciaria -Fidu-

previsora S.A.- que tiene la obligación legal y contractual de pagar la prestación. 

 

Tal como versa en los anexos allegados en la presentación de la demanda, la responsable en este 

caso, la entidad territorial, expidió en tiempo el acto administrativo de reconocimiento, pero algo 

que no versa en los anexos allegada por mi contraparte, es en qué fecha fue radicada la documental 



 
 

 
 
 
 
 

  

a la Fiduprevisora S.A. para proceder con el pago de la prestación, circunstancia que debe ser escla-

recida en el presente asunto para resolver lo pretendido en este medio de control conforme a lo 

establecido en el parágrafo del artículo 57 de la ley 1955 de 2019. 

 

El fondo al no ser una entidad de ningún orden administrativo, sino un negocio jurídico, una fiducia, 

no tiene ni parte ni suerte en el reconocimiento de una cesantía, y si esta es reconocida de manera 

tardía ello es solamente imputable a la burocracia ineficiente del ente territorial. Sin embargo, en el 

histórico de la presente pretensión se ha venido condenando al fondo a pagar por los errores en el 

trámite de cada ente nominador, pero, con lo dispuesto por parte del PND, ya que este proscribe el 

destinar los recursos de este al pago de otra cosa que no sean las prestaciones sociales a los cuales 

los docentes tienen derecho por ley. 

 

Bajo este entendido es imperativo desvincular a la Nación – Ministerio de Educación - FOMAG puesto 

que una eventual condena, que obligue a este a efectuar el pago de la sanción por mora deprecada, 

sería una violación directa a la ley y una lesión severa al patrimonio económico al causar que los 

recursos que, de otra forma se destinarían al pago de pensiones, cesantías y otras prestaciones a los 

docentes. 

 

Por otro lado, descendiendo al caso en concreto se tiene que la demandante solicito las cesantías el 28 

de agosto de 2020, razón por la que la Secretaría de Educación del Departamento de Tolima contaba 

con 15 días para la expedición del acto administrativo que vencieron el 18 de septiembre de 2020, sin 

embargo la resolución fue expedida de forma extemporánea el 6 de octubre de 2020, circunstancia 

que permite arribar a la conclusión sin mayor lucubración de la responsabilidad en la presunta tardanza 

respecto al reconocimiento de las cesantías, lo anterior en concordancia con el artículo 57 de la Ley 

1955 de 2019. 

 

INDEXACIÓN 

 

Respecto de la indexación de la condena es menester memorar que el Consejo de Estado mediante 

sentencia de unificación con radicado No. 73001-23-33-000-2014-00580-01 en lo relativo a la 

indexación de la sanción por mora, señalo expresamente la incompatibilidad entre la indexación y la 

sanción por mora y para el efecto es preciso traer a colación lo que el máximo órgano de cierre en lo 

contencioso administrativo ha dado al fenómeno de indexación:  

 

 “Esta figura, nace como una respuesta a un fenómeno económico derivado del proceso de 

depreciación de la moneda, cuya finalidad última es conservar en el tiempo su poder 

adquisitivo, de manera que, en aplicación de principios como el de equidad y de justicia, de 

reciprocidad contractual, el de integridad del pago y el de reparación integral del daño, el 

acreedor de cualquier obligación de ejecución diferida en el tiempo esté protegido contra sus 

efectos nocivos.” 



 
 

 
 
 
 
 

  

 

En lo atinente a la compatibilidad de la sanción por mora con la indexación, el Consejo de Estado nos 

dejó las siguientes enseñanzas: 

  

“A partir de lo anterior, es posible sacar las siguientes conclusiones relativas a los fines de la 

sanción moratoria: i) La sanción moratoria se consagró con el fin de conminar a las entidades 

encargadas al pago oportuno de la prestación social del auxilio de cesantías, ya que 

generalmente como consecuencia de la burocracia, la tramitología era común la demora en 

el citado pago y, ii) en el momento de recibir el pago efectivo de la prestación social, 

únicamente se pagaba lo certificado por la entidad pagadora meses o años atrás, cuando el 

dinero había perdido su poder adquisitivo, por lo cual, la disposición buscó que la 

administración expidiera la resolución en forma oportuna y expedita para evitar el retardo 

en el citado pago y sus consecuencias desfavorables para el trabajador. 

 

181. De este modo, la jurisprudencia del Consejo de Estado igualmente ha caracterizado la 

sanción moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías como una multa a favor del 

trabajador y en contra del empleador estatuida con el objeto de reparar los daños causados 

al primero por el incumplimiento en el plazo para el pago, en los siguientes términos: 

 

«La indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995, como ya se anunció, es una 

multa a cargo del empleador y a favor del empleado, establecida con el fin de resarcir los 

daños que se causan a este último con el incumplimiento en el pago de la liquidación 

definitiva del auxilio de cesantía en los términos de la citada Ley.172» 

 

182. Visto lo anterior, es preciso concluir que la sanción moratoria por pago extemporáneo 

de las cesantías, es una sanción o penalidad cuyo propósito es procurar que el empleador 

reconozca y pague de manera oportuna la mencionada prestación, más no mantener el 

poder adquisitivo de la suma de dinero que la representa y con ella, la capacidad para adquirir 

bienes y servicios o lo que la ley disponga como su propósito.  

 

Más adelante concluye: 

 

En tal sentido, al no tratarse de un derecho laboral, sino de una penalidad de carácter 

económica que sanciona la negligencia del empleador en la gestión administrativa y 

presupuestal para reconocer y pagar en tiempo la cesantía, no es procedente ordenar su 

ajuste a valor presente, pues, se trata de valores monetarios que no tienen intención de 

compensar ninguna contingencia relacionada con el trabajo ni menos remunerarlo.” 

(Subrayas fuera de texto). 

 



 
 

 
 
 
 
 

  

De lo expuesto es dable colegir sin mayor lucubración que lo dispuesto en el artículo 187 del CPACA  

en su inciso final, no es aplicable al caso en concreto en vista de que en ultimas implica la indexación 

de la sanción por mora que valga reiterar, son incompatibles entre sí, aunado a que la mentada 

indexación se encuentra proscrita por vía jurisprudencial y hace mucho más gravosa la situación de 

la administración, pues pasa por alto que este emolumento no solo cubre la actualización monetaria 

sino que es superior a dicho valor. 

 

III. EXCEPCIONES PREVIAS 

 

I. INEPTITUD SUSTANCIAL DE LA DEMANDA POR NO AGOTAMIENTO DE LA RECLAMACIÓN 

ADMINISTRATIVA. 

El presente medio exceptivo se propone con ocasión a que la parte actora no presentó reclamación 

administrativa a la Nación – Ministerio de Educación – FOMAG. Sobre este tópico, es menester indicar 

que uno de los requisitos formales de una demanda, cuyo medio de control sea el de nulidad y 

restablecimiento del derecho, es que se individualice el acto administrativo, ya sea ficto o expreso, al 

que se ataca por nulidad. Si no se encuentra individualizado dicho acto, la acción devengaría inepta. 

Ahora, otro de los requisitos legales fundamentales de la acción de nulidad y restablecimiento del 

derecho, junto con el medio de control de reparación directa, es la reclamación administrativa ante 

la autoridad legalmente competente. 

 

El numeral 2 del artículo 161 de la ley 1437 de 2011 reza: 

 

“2. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo particular deberán haberse 

ejercido y decidido los recursos que de acuerdo con la ley fueren obligatorios. El silencio 

negativo en relación con la primera petición permitirá demandar directamente el acto 

presunto. Si las autoridades administrativas no hubieran dado oportunidad de interponer los 

recursos procedentes, no será exigible el requisito al que se refiere este numeral.” 

 

Ahora, tal y como se expresa en lo dicho en los hechos y se demuestra en los anexos de la demanda, 

el derecho de petición no fue interpuesto contra la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN- FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, si bien lo dirige hacía dicha entidad el 

apoderado se limita a enviar el documento a correos de propiedad del Ente Territorial al cual también 

reclama. No se evidencia ningún radicado de recepción, o recibido que provenga de la Nación, del 

Ministerio de Educación o de La FIDUPREVISORA siquiera. 

 

Ante esta falta de: 1) individualización del acto administrativo expedido por parte del Fondo, 2) falta 

de requisito procesal cumplido, debe darse por terminado la presente controversia por lo expuesto 

en esta excepción. 

 



 
 

 
 
 
 
 

  

Sobre este tópico, el Consejo de Estado, mediante sentencia del 10 de septiembre de 2009, de la 

Sección Segunda Subsección “B” Consejero Ponente, doctora BERTHA LUCIA RAMIREZ DE PAEZ, dejo 

las siguientes enseñanzas:  

 

“Vía Gubernativa Sabido es que para el ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del 

derecho se requiere del agotamiento previo de la vía gubernativa. Este presupuesto se conoce 

como el principio de “discusión previa”, el cual tiene por finalidad que la Administración en sede 

gubernativa y a instancia del administrado, tenga la oportunidad de revocar, confirmar o 

modificar su decisión previamente a que el acto administrativo sea sometido a control 

jurisdiccional por vía de la citada acción de nulidad y restablecimiento del derecho. Como quiera 

que la vía gubernativa constituye el primer escenario donde se debate la legalidad de un acto 

particular, deben plantearse en ella los mismos hechos que luego habrán de aducirse ante el Juez 

Administrativo; de lo contrario se estaría violentando el derecho de defensa de la 

Administración.” 

 

Bajo este contexto, solicito respetuosamente a la Señora Jueza, que declare probado el presente 

medio exceptivo. 

 

II. INEPTITUD SUSTANCIAL DE LA DEMANDA POR FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR 

PASIVA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO PARA EL PAGO DE LA 

SANCIÓN MORATORIA. 

En razón de la modificación introducida por el artículo 57 ya mencionado a lo largo del presente 

escrito, me permito proponer la presente excepción con base en que la norma evidencia la clarísima 

intención del legislador, de evitar que el patrimonio autónomo FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO continúe pagando de sus recursos, indemnizaciones de carácter económico por vía 

judicial o administrativa, lo cual sin lugar a dudas, comprende también la sanción moratoria derivada 

del pago tardío de las cesantías parciales o definitivas de los docentes afiliados a este. 

 

En este orden de ideas, el FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO se encuentra 

autorizado para pagar de sus propios recursos, únicamente en aquellos casos en los cuales el docente 

demuestre de forma efectiva que no le fueron pagadas las CESANTÍAS. En el presente asunto la 

reclamación judicial del docente busca el pago de la sanción moratoria, no obstante, las cesantías 

fueron pagadas efectivamente por el FOMAG, momento hasta el cual llega su responsabilidad. 

 

En virtud de lo anterior, se entiende entonces que no existe legitimación en la causa por pasiva del 

FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, dado que la modificación normativa 

introducida, traslada cualquier obligación de pago derivada del retardo en el pago de las cesantías a 

la entidad territorial certificada y a la Fiduciaria administradora y vocera del patrimonio autónomo. 

 



 
 

 
 
 
 
 

  

Por otra parte, teniendo en cuenta que el reconocimiento de las prestaciones sociales económicas a 

cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterios -FOMAG, tiene establecido un 

procedimiento administrativo especial contenido en las leyes 91 de 1989 y 962 de 2005, así como, 

en el Decreto 2831 de 2005, a favor de los educadores nacionales afilados al mismo. Éste régimen 

especial contempla términos específicos para el reconocimiento, liquidación y pago de las cesantías 

definitivas y parciales de los docentes, que implica la participación de las entidades territoriales -

Secretarias de Educación certificadas- al igual que de la Fiduprevisora S.A., como vocera y 

administradora del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

Dentro de las competencias atribuidas por el Decreto 2831 de 2005, se encuentra la atención a las 

solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales del Magisterio, que se realizará a través de las 

Secretarias de Educación certificadas a cuya planta de docentes pertenezca o haya pertenecido el 

solicitante; estas Secretarías de Educación a su vez al momento de expedir los actos administrativos 

que reconocen las cesantías parciales o definitivas, deben atender al turno de radicación de las 

solicitudes de pago y a la disponibilidad presupuestal que haya para tal fin. 

 

En vista de que el trámite administrativo respecto de las cesantías de los docentes implica la 

participación de diferentes actores, esto es, el ente nominador o la entidad territorial y la 

Fiduprevisora S.A. en su calidad de vocera y administradora del Fondo Nacional De Prestaciones 

Sociales Del Magisterio. 

 

De lo expuesto se determina que: 1) El reconocimiento de las cesantías, parcial o definitivo, se 

encuentra a cargo de la Secretaria de Educación del Ente Territorial. 2) el estudio y pago de las 

cesantías está a cargo de la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., y 3) sí alguna de las dos entidades no 

cumple con los términos establecidos se genera la sanción mora, razón por la cual son responsables 

del pago.  

 

Por otra parte, De conformidad con lo dispuesto en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 “Por la cual 

se expide el Plan Nacional de Desarrollo Pacto por Colombia Pacto por la Equidad”, la entidad 

territorial será responsable del pago de la sanción en aquellos eventos en los que el pago 

extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 

radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaría de Educación 

Territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

Ha de recordarse que, con anterioridad a la vigencia de la Ley 1955 de 2019, donde, en todos los 

casos, el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO era el llamado a responder 

por el pago de la SANCION MORATORIA DE CESANTIAS PARCIALES O DEFINITIVAS DOCENTES, prevista 

en la Ley 1071 de 2006; y no prosperaba la excepción de  FALTA DE INTEGRACIÓN DE LITISCONSORCIO 

NECESARIO, cuando se solicitaba la vinculación del Ente Territorial; por cuanto, en concepto de la 



 
 

 
 
 
 
 

  

Judicatura, éste no actuaba independientemente en la emisión de la Resolución que concedía las 

cesantías; sino que, lo hacía  a nombre del FOMAG, o por Delegatura del MINISTERIO DE EDUCACIÓN. 

 

En ese sentido, pese a que la moratoria la generara el ENTE TERRITORIAL, por incumplimiento en los 

plazos fijados para la emisión o recepción de los Actos Administrativos, simpe le era achacable la 

moratoria en el pago de las cesantías docentes, al FOMAG. 

 

Sin embargo, la expedición de la mentada Ley 1955 de 2019, derogó el artículo 56  de la Ley 962 de 

2005; y en su artículo 57, reguló lo relacionado con la eficiencia en la administración de los recursos 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, prohibiendo que con cargo a los recursos 

de dicho Fondo se paguen las sanciones derivadas de la mora en el pago de las prestaciones, e 

imponiendo responsabilidad directa a la Secretaría de Educación del Ente Territorial por la mora en el 

pago de la cesantías. 

 

Ahora bien, pese a que el Parágrafo del citado canon 571 de la Ley 1955 de 2019, pareciera dar a 

entender que el Ente Territorial debe cancelar la sanción mora, únicamente en los eventos en que 

la tardanza en los plazos de radicación o entrega de solicitudes, sean generados por éste; no es 

menos cierto que, dicho aparte normativo, hace parte integral del  mismo artículo 57, y, por ende, 

debe soportar una interpretación armónica, con la ya pluricitada parte final del canon 57, el cual 

claramente expresa que “NO podrá decretarse el pago de indemnizaciones económicas por vía judicial 

o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio”.  

 

Con razón, para reforzar dicha interpretación, el Parágrafo Transitorio del artículo 57 de la Ley 1955 

de 2019, señaló que “Para efectos de financiar el pago de las sanciones por mora a cargo Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio causadas a diciembre de 2019, facúltese al Ministerio 

de Hacienda y Crédito Público para emitir Títulos de Tesorería que serán administrados por una o varias 

sociedades fiduciarias públicas”. 

 

Derivado de lo expuesto, surge la inexistencia de la obligación frente a la Entidad que represento, tal 

como lo ordena artículo 57 de la Ley 1955 de 2019.  

 

El presente proceso adolece actualmente de objeto litigioso, respecto a las Entidades que represento, 

por cuanto, se reitera, el pago de la sanción mora fue cancelado al demandante, lo cual conlleva 

                                                           
1 ARTÍCULO 57. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las 

cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del 
incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por 
parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. En 
estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable únicamente del 
pago de las cesantías. 



 
 

 
 
 
 
 

  

ineludiblemente a la extinción de la pretensión de pago, por haberse satisfecho, en lo que legalmente 

corresponde a mis poderdantes.  

 

Se estructura el cobro de lo debido en el presente caso, toda vez que, como se reitera, no existe 

obligación en cabeza de mi representada puesto que no se trata de pago de prestaciones sociales 

como lo prevé la ley sino del reconocimiento y pago de una presunta sanción por mora.  

 

IV. EXCEPCIONES DE MÉRITO  

 

I. LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE NULIDAD 

 

Los actos Administrativos emitidos por la entidad se encuentran ajustados a derecho, se profirió en 

estricto seguimiento de las normas legales vigentes ya aplicables al caso de la demandante, sin que 

se encuentre viciado de nulidad alguna. 

 

II. AUSENCIA ACTUAL DE PRESUPUESTOS MATERIALES  

 

Desde la Teoría General del Proceso, pasando por Carnelutti, Couture y Dévis Echandía, hemos 

aprendido que los presupuestos materiales, son requisitos sine qua non de la pretensión, dentro de 

los cuales se hallan, la legitimación ad causam, y el interés jurídico.  

 

Este último presupuesto, consiste en la lesión jurídica que se estructura de la relación sustancial, 

cuyo reconocimiento se invoca.  

 

En el caso sub examine, el accionate pretende el pago de la sanción moratoria tantas veces citada, 

y, debido a ello, formula la pretensión en contra de las Entidades presuntamente legitimadas; 

mismas que, en ejerciendo derecho de defensa, acreditan el pago de la prestación solicitada. 

 

La consecuencia directa de la anterior situación, es la inexistencia actual de lesión jurídica para el 

demandante, respecto de mis representadas, y, por ende, la falta de interés jurídico actual, para que 

la pretensión tenga vocación de prosperidad. Y hago claridad que es actual la falta de interés jurídico, 

porque quizá al momento de radicación del libelo genitor, aun se hallaba presente este presupuesto 

en razón a que no se había realizado el pago que ahora estoy acreditando.  

 

Entonces, si la pretensión no tiene vocación de prosperidad en la actualidad, es debido a la 

satisfacción ex ante de la misma, por parte de la Entidades que represento; asunto que solo puede 

desembocar en la declaratoria de pago de la obligación respecto de las Entidades que represento, y, 

por ende, la liberación de la pretensión incoada en contra de estas.  

 

Por lo expuesto, solicito al Señor Juez, hallar acreditada la presente situación 



 
 

 
 
 
 
 

  

 

 

III. IMPROCEDENCIA DE LA INDEXACIÓN DE LAS CONDENAS  

 

La NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, 

pagó la obligación en tiempo oportuno, y ajustada a los preceptos legales vigentes al momento del 

reconocimiento de la prestación principal, el pago efectivo extingue cualquier obligación accesoria.  

 

Es necesario, precisar que para el caso en concreto no existen valores que fueren adeudados por la 

NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, sobre 

los cuales se debe aplicar corrección o valorización monetaria alguna.  

 

Así mismo, cabe mencionar que de encontrar su señoría que le asistiera el derecho del 

reconocimiento de la sanción mora, esta pretensión no es subsidiaria de la indexación de las 

condenas, lo anterior, teniendo en cuenta el precedente jurisprudencial citado en los numerales 

anteriores, el cual, ha regulado que lo expresado en el artículo 187 del CPACA en su inciso final, no le 

es aplicable en el caso en concreto, toda vez, que la indexación de la sanción mora, son inaplicables 

entre sí, dado que la misma pretensión principal es una sanción que se le causa al ente público, y no 

debe causarse una doble sanción sobre un mismo derecho.  

 

Además, debemos precisar, que la indexación se encuentra proscrita por vía jurisprudencial y en tal 

sentido hace mucho más gravosa la situación económica de la administración, pues pasa por alto que 

este emolumento no solo cubre la actualización monetaria al momento del pago, sino que también 

supera el valor que se debiera cancelar, carga que le será excesiva para la administración. 

 

IV. COMPENSACIÓN  

 

De cualquier suma de dinero que resulte probada en el proceso a favor del demandante y que haya 

sido pagada por mi representada.  

 

V. CONDENA EN COSTAS 

 

En consideración a que hasta la fecha no existe criterio unificado respecto de la condena en costas 

por parte del Tribunal Administrativo de Antioquia como tampoco por parte del Consejo de Estado, 

deberá acogerse el pronunciamiento de la Sección Segunda – Subsección “B” del Consejo de Estado, 

en el sentido que el fallador debe valorar la conducta de las partes: 

 

“(…) supone que el reproche hacia la parte vencida esté revestido de acciones temerarias o 

dilatorias que dificulten el curso normal de las diferentes etapas de procedimiento; cuando por 

ejemplo: i) sea manifiesta la carencia de fundamento legal de la demanda, excepción, recurso, 



 
 

 
 
 
 
 

  

oposición o incidente, o a sabiendas se aleguen hechos contrarios a la realidad; ii) se aduzcan 

calidades inexistentes; iii) se utilice el proceso, incidente o recurso para fines claramente ilegales 

o con propósitos dolosos o fraudulentos; iv) se obstruya, por acción u omisión, la práctica de 

pruebas; se entorpezca el desarrollo normal y expedito del proceso; o v) se hagan transcripciones 

o citas deliberadamente inexactas (…)” 

 

Bajo este contexto, si en gracia de discusión hubiese lugar a una sentencia condenatoria, solicito 

respetuosamente al Despacho que no se condene en costas a mi representada. 

 

V. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Invoco como normas aplicables a la presente contestación, la Ley 91 de 1989, Por la cual se crea el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; la Ley 244 de 1995; La Ley 1071 de 2006; 

artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, Decreto-Ley 2158 de 1948.  

 

VI. NOTIFICACIONES 

 

La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 72 

No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co, 

procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co, t_juvargas@fiduprevisora.com.co, 

t_juvargas@fiduprevisora.com.co. 

 

Del señor(a) Juez,  

 

 

__________________________________ 
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EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 

CERTIFICA QUE: 

 

La Nación - Ministerio de Educación Nacional no tiene competencia para allegar el expediente administrativo que contiene los antecedentes de la actuación 

objeto del proceso en curso y que es exigido en el parágrafo 1 del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

Los expedientes administrativos relacionados con todo el personal docente y administrativo de los servicios educativos estatales reposan en los archivos de las 

Secretarías de Educación de la entidad territorial certificada a la que pertenece o ha pertenecido el solicitante o causahabiente. 

 

El Capítulo II del Decreto 2831 de agosto 16 de 2005 por el cual se estableció el trámite para reconocimiento de prestaciones a cargo del citado Fondo, dispone:  

Artículo 2°. Radicación de solicitudes. Las solicitudes de reconocimiento de prestaciones sociales deberán ser radicadas en la secretaría de educación, o 

la dependencia o entidad que haga sus veces, de la respectiva entidad territorial certificada a cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el 

solicitante o causahabiente, de acuerdo con el formulario adoptado para el efecto por la sociedad fiduciaria encargada de administrar los recursos del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

La sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo implementará un sistema de radicación único, que registre las solicitudes de 

reconocimiento de prestaciones económicas que deba pagar el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en forma simultánea en la 

respectiva entidad territorial certificada y en la sociedad fiduciaria y que permita a los solicitantes conocer electrónicamente el estado de su trámite. 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 

962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

será efectuada a través de las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 

Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho 

Fondo. 

2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, 

certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a 

la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su 

aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral anterior del presente artículo. 

4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 

91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las 

formalidades y efectos previstos en la ley. 

5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio , copia de los actos 

administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva constancia de ejecutoria para efectos de pago y 

dentro de los tres días siguientes a que estos se encuentren en firme. 

Parágrafo 1°. Igual trámite se surtirá para resolver los recursos que sean interpuestos contra las decisiones adoptadas de conformidad con el procedimiento 

aquí establecido y aquellas que modifiquen decisiones que con anterioridad se hayan adoptado respecto del reconocimiento de prestaciones a cargo 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Parágrafo 2°. Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, disciplinaria, fiscal y penal a que pueda haber lugar, las resoluciones que se expidan por 

parte de la autoridad territorial, que reconozcan prestaciones sociales que deba pagar el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sin la 

previa aprobación de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos de tal Fondo, carecerán de efectos legales y no 

prestarán mérito ejecutivo. 

Artículo 4°. Trámite de solicitudes. El proyecto de acto administrativo de reconocimiento de prestaciones que elabore la secretaría de educación, o la 

entidad que haga sus veces, de la entidad territorial certificada a cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el solicitante, será remitido a la 

sociedad fiduciaria que se encargue del manejo de los recursos del Fondo para su aprobación.  

Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del proyecto de resolución, la sociedad fiduciaria deberá imparti r su aprobación o indicar de 

manera precisa las razones de su decisión de no hacerlo, e informar de ello a la respectiva secretaría de educación. 

Artículo 5°. Reconocimiento. Aprobado el proyecto de resolución por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, deberá ser 

suscrito por el secretario de educación del ente territorial certificado y notificado en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley.” 

(subrayado y resaltado fuera de texto. 

En el trámite legal descrito, se evidencia que no existe intervención alguna del Ministerio de Educación Nacional ni de sus servidores, puesto que desde la 

expedición de la Ley 962 de julio 8 de 2005 ya se habían suprimido las funciones que ejercían los Representantes del Ministro de Educación Nacional ante las 

entidades territoriales, dejando de participar en las juntas departamentales y distritales de educación y en el reconocimiento de prestaciones sociales con 

cargo al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

La competencia para los reconocimientos de prestaciones sociales, contratación de servicios médicos y administración de los recursos del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio por mandato legal no corresponden a la Nación-Ministerio de Educación Nacional y por tanto, la documentación que 

pueda conformar los expedientes administrativos relacionados tampoco está bajo la custodia de este Ministerio ni reposa en sus archivos, lo que representa 

una imposibilidad material de aportar el mismo a los trámites judiciales que se adelantan ante cualquier jurisdicción. 

  

 

LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA  

Jefe Oficina Asesora Jurídica 

Ministerio de Educación Nacional 
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                                                                                                                                   Nº  016371 
 
Señores  
JUZGADO 006 ADMINISTRATIVO DE IBAGUE 
 E.    S.     D. 

 
REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER  
 
 
RADICADO: 730013333006202200011 
DEMANDANTE: ELENA CONTRERAS MOLINA 
DEMANDADO:  NACIÓN  MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL  FONDO NACIONAL DE  

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, 
actuando en calidad de apoderado de LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL N.I.T. 
899.999.001-7, conforme al Poder General otorgado por el Doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, 
mediante Escritura Pública No. 522 de 28 de marzo de 2019, protocolizada en la notaria 34 del 
círculo de Bogotá, modificada por la escritura pública No. 0480 de 03 de mayo de 2019 y la escritura 
pública No. 1230 de 11 de septiembre de 2019, protocolizadas en la notaria 28 del círculo de Bogotá, 
en calidad de  Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a él conferidas a 
través de la Resolución No. 015068 del 28 de agosto de 2018 y 02029 del 04 de marzo de 2019, 
expedida por la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, según lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 
489 de 1998 y demás normas concordantes. 
 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder a los (las) abogados(as): 
 

 
 
Con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir y conciliar, no obstante, lo 
anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en el Acta del Comité de Conciliación. 
 
Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por 
concepto de honorarios a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de 
sus funciones. 
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La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 
del Código General del Proceso 
 
Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 
T.P.  No. 250.292 del C.S. de la J. 
 

 
Acepto: 

 
  






































